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TUTELA – SALUD – IMPLANTE TOTAL DE CADERA POR PRÓTESIS – TRATAMIENTO INTEGRAL - OBLIGACIÓN DE LA EPS NO DE LA SECRETARIA DE SALUD – REVOCA – CONFIRMA EL RESTO – “Sobrevino el fallo de primer grado en el que el juzgado, ordenó a la EPS que procediera en un término de 48 horas a autorizar el procedimiento y autorizar el insumo para llevarlo a cabo, lo que debería efectuarse, en un plazo no mayor a 30 días; asimismo, concedió el tratamiento integral respecto de la patología anunciada en el libelo, a cargo de la EPS y a la Secretaría de Salud Departamental, a la vez que desvinculó al Hospital San Jorge.
(…)

No son necesarias mayores elucubraciones para concluir que la razón está de parte de la Secretaría, como quiera que la accionante tiene un vínculo directo con su empresa afiliadora, en el régimen subsidiado; así que, siguiendo de cerca la nueva línea legal sobre la integralidad en la prestación de los servicios de salud que demandan los usuarios, de acuerdo con la citada Ley 1751, se inadvierte trasgresión alguna por parte de esa entidad, tanto más cuando la paciente ha estado bajo la atención de la EPS. Menos viable aún, es que se le imponga la prestación de un tratamiento integral, porque no es a ella a la que le incumbe la satisfacción de los servicios que se reclaman, sino a EPS, por sí misma, o por medio de las instituciones prestadoras de salud.
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Acta No. 335 de junio 28 de 2018




Procede la Sala a decidir la impugnación presentada por la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, frente a la sentencia dictada por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento, el 15 de mayo último, en esta acción de tutela que María Luceny González López, promovió en contra de la impugnante y de la EPS-S Asmet Salud, a la que fue vinculada la ESE Hospital Universitario San Jorge.




ANTECEDENTES

  



María Luceny González López, reclamó la protección de los derechos fundamentales a la “salud en conexidad con la vida digna”, de los que es titular, y que estimó vulnerados por las entidades contra las que accionó. 

  



Expuso, que hace varios años fue diagnosticada con “Coxartrosis No especificada”, patología para la cual, el médico tratante, el 21 de diciembre de 2106, ordenó el procedimiento denominado “implante total de cadera por prótesis” pero no se lo han realizado, toda vez que en la IPS donde fue remitida la primera vez, le indicaron que allí no se podía efectuar y luego fue enviada al Hospital San Jorge, sin que a la fecha se le haya programado la intervención, lo que causa un deterioro en su salud.
  



Reclamó, por tanto, el amparo de los derechos invocados y que se le ordenara a la empresa promotora de salud la materialización, en el menor tiempo posible del procedimiento que le fue dispuesto por el profesional de la medicina, así como la prestación de un tratamiento integral para la patología que presenta.

 
  
El Juzgado le dio impulso a la acción y vinculó a la ESE Hospital Universitario San Jorge de Pereira.

  


Se pronunció la Secretaría de Salud Departamental, en el sentido de que la obligación demandada está en cabeza de la empresa afiliadora EPS-S Asmet Salud. Por su parte, el gerente jurídico de esta entidad, expresó que a la accionante se le han prestado todos aquellos servicios ordenados por los médicos adscritos a su red, y que se encuentran gestionando el que reclama en esta ocasión. Pidió que que se conminara a la entidad territorial a cumplir con sus obligaciones y en especial al pago que correspondiera por servicios no POS a la IPS, y se reconociera el derecho a repetir contra el FOSYGA. 
  


El Asesor Jurídico de la ESE indicó que Asmet Salud no generado autorización, ni suministrado el material de osteosíntesis que se requiere para la práctica del procedimiento demandado. 


 
 
Sobrevino el fallo de primer grado en el que el juzgado, ordenó a la EPS que procediera en un término de 48 horas a autorizar el procedimiento y autorizar el insumo para llevarlo a cabo, lo que debería efectuarse, en un plazo no mayor a 30 días; asimismo, concedió el tratamiento integral respecto de la patología anunciada en el libelo, a cargo de la EPS y a la Secretaría de Salud Departamental, a la vez que desvinculó al Hospital San Jorge.
 



Impugnó el ente territorial al conminársele a la prestación de un tratamiento integral que, indica, está en cabeza exclusiva de la empresa afiliadora.

  



CONSIDERACIONES

 



El artículo 86 de la Constitución Nacional faculta a toda persona para reclamar ante los jueces la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando considere que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública o, eventualmente, por particulares.

  



Bajo ese entendido, María Luceny González López invocó el amparo de los derechos fundamentales arriba señalados, que consideró conculcados por ASMET SALUD EPSS y la Secretaría de Salud Departamental, al no proceder a la materialización de la cirugía que fue dispuesta por su médico tratante.




No hay discusión en punto a que el derecho a la salud adquiere el rango de fundamental por sí solo, según lo viene precisando de vieja data la máxima corporación constitucional
, y lo determina ahora la Ley 1751 de 2015 (art. 1°), además de no estar en entredicho la necesidad y urgencia de la intervención que reclama la accionante, al punto que únicamente la entidad territorial manifestó su descontento en cuanto se le extendió la orden de brindar el tratamiento integral que fue concedido a la interesada, pues, alude, dicha carga está en cabeza de la empresa promotora de Salud.
  



En ello detendrá la Sala su análisis, pues concuerda con el Juzgado en que era menester salvaguardar el derecho a la salud de la paciente, que viene siendo resquebrajado. 

   



No son necesarias mayores elucubraciones para concluir que la razón está de parte de la Secretaría, como quiera que la accionante tiene un vínculo directo con su empresa afiliadora, en el régimen subsidiado; así que, siguiendo de cerca la nueva línea legal sobre la integralidad en la prestación de los servicios de salud que demandan los usuarios, de acuerdo con la citada Ley 1751, se inadvierte trasgresión alguna por parte de esa entidad, tanto más cuando la paciente ha estado bajo la atención de la EPS. Menos viable aún, es que se le imponga la prestación de un tratamiento integral, porque no es a ella a la que le incumbe la satisfacción de los servicios que se reclaman, sino a EPS, por sí misma, o por medio de las instituciones prestadoras de salud.

  



No puede olvidarse, al margen de la responsabilidad conjunta que pueda existir entre las entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud, que, en todo caso, recae en la empresa promotora de salud, como eje central de la adecuada atención de sus afiliados, la carga de velar constantemente para que los servicios sean efectivamente prestados. 
   



Por contera, se revocará en forma parcial el fallo objeto de revisión en cuanto toca con la orden dada a esta entidad, para en su lugar absolverla. En lo demás se confirmará.  
  



DECISIÓN

  



Por lo dicho, la Sala 6 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, revoca parcialmente el ordinal tercero de la sentencia proferida el 15 de mayo de 2017, por el Juzgado Segundo Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento local, en esta acción de tutela que María Luceny González López, promovió en contra de la EPS-S Asmet Salud y la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda, en cuanto le ordenó a esta prestar tratamiento integral a la accionante y en su lugar, se absuelve de ello, pues, dicha prestación compete exclusivamente a la citada empresa promotora de salud.
  



Se CONFIRMA en lo demás.




Notifíquese  la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5° del Decreto 306 de 1992 y remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

 



Los Magistrados,

   



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ       

    DUBERNEY GRISALES HERRERA
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